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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
PRECLUSIÓN DE LA INVESTIGACIÓN / POR ATIPICIDAD DE LA CONDUCTA / PREVARICATO POR ACCIÓN / FALSEDAD IDEOLÓGICA EN DOCUMENTO PÚBLICO / JUEZ COMETIÓ ERROR INVOLUNTARIO E INTRASCENDENTE.
De conformidad con la situación fáctica dada a conocer por el representante del órgano persecutor, la conducta en la que presuntamente incurrió la funcionaria judicial es la de “falsedad ideológica en documento público”, tipificada en el artículo 286 C.P., cuyo tenor literal es el siguiente: “El servidor público que en ejercicio de sus funciones, al extender documento público que pueda servir de prueba, consigne una falsedad o calle total o parcialmente la verdad…”.

La causal que invoca el delegado fiscal para obtener la preclusión de la acción penal a favor de la funcionaria indiciada, es la “atipicidad del hecho investigado”, a la cual se contrae el numeral 4º del artículo 332 de la Ley 906/04. Misma que se hace consistir, básicamente, en que la funcionaria denunciada quizá cometió un error al momento de proferir un fallo de tutela…
… el reproche que podría hacérsele a la funcionaria aquí indiciada, se reduce en últimas al hecho de haberse referido a un DEFENSOR PÚBLICO en vez de haber hablado de un DEFENSOR DE OFICIO, porque si hubiese dicho DEFENSOR DE OFICIO, allí no se habría dado mayor problema en cuanto sí era verídico que el señor ALFONSO QUINTANA no quería la designación de un apoderado de esas condiciones que llegara a actuar a último momento y desconocedor de todo lo que estaba pasando. 

Se tiene entonces que error sí hubo, pero en criterio del Tribunal esa equivocación fue abiertamente involuntaria y por demás intrascendente…
REPÚBLICA DE COLOMBIA

PEREIRA-RISARALDA

[image: image1.png]


RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente
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Pereira, diez (10) de diciembre de dos mil diecinueve (2019)
  ACTA DE APROBACIÓN N° 1110
  PRIMERA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura: 
	Diciembre 11 de 2019. 11:05 a.m.

	Indiciado: 
	AMHF 

	Cédula de ciudadanía:
	24.412.598 expedida en Apía (Rda.)

	Delito:
	Falsedad ideológica en documento público

	Bien jurídico tutelado:
	Fe pública

	Asunto:
	Decide solicitud de preclusión. SE ADMITE


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la decisión en los siguientes términos: 
1.- hechos Y precedentes

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden concretar así:

1.1.- El señor ALFONSO QUINTANA ESTRADA mediante denuncia en contra de la señora Juez Única Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría (Rda.), AMHF señaló que la funcionaria incurrió en una falsedad como quiera que en la sentencia que profirió dentro de una acción de tutela que él presentó contra la Fiscalía 12 Local de Quinchía, Juzgado Promiscuo Municipal de Quinchía, e Inspección Primera del corregimiento de Irra de esa municipalidad, consignó en la misma que en el proceso que se adelantó por el delito de injuria él estaba asistido por un abogado de la Defensoría Pública, cuando no es cierto.
1.2.- Luego de adelantar el programa metodológico correspondiente, el Fiscal Tercero Delegado ante este Tribunal presentó solicitud de preclusión a favor de la funcionaria investigada con fundamento en la causal establecida en el numeral 4º del artículo 332 de la Ley 906/04 -atipicidad del hecho investigado-, de conformidad con los siguientes argumentos:

La Dra. AMHF en su condición, para ese entonces, de Juez Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, profirió una sentencia de tutela el 29 de octubre de 2015, en la cual aseguró que el quejoso había estado asistido en debida forma por un defensor público, pero se había opuesto a esa designación. Aseveración que constituye un yerro porque según se pudo establecer, para ese momento en el Juzgado Promiscuo Municipal de Quinchía (Rda.) se tuvo que aplazar la diligencia de preclusión que se había programado, precisamente porque no se logró obtener la asistencia de un apoderado de oficio y se dispuso oficiar a la Defensoría del Pueblo para que se designara uno adscrito a esas dependencia. 
No obstante esa afirmación equivocada de parte de la funcionaria indiciada, es evidente que se trató de un error no intencional derivado de la negativa ya comprobada de parte del señor ALFONSO QUINTANA ESTRADA, en no querer que ningún profesional del derecho lo asistiera, no solo en este sino en múltiples escenarios procesales en donde él ha sido parte. Para demostrarlo, el delegado fiscal trajo a colación un asunto tramitado ante este Tribunal, en donde se le llamó la atención al citado QUINTANA ESTRADA por no querer aceptar la designación del apoderado de oficio, con miras a entorpecer el procedimiento. Así mismo, el contenido de un oficio contentivo de un derecho de petición dirigido por el mismo señor QUINTANA a la titular de ese juzgado con fecha 12 de octubre de 2015, esto es, antes del fallo de tutela redargüido de falso, en donde hizo expresa manifestación que no aceptaba la designación del apoderado de oficio nombrado “a última hora”, y por lo mismo pedía que la audiencia de preclusión que se había programado para el 23 de ese mes fuera suspendida.

No era por tanto extraña sino por el contrario comprensible, la aseveración de la Dra. AMHF cuando hizo mención en el fallo de tutela acerca de esa singular circunstancia, solo que en vez de referirse a un defensor de oficio, como en verdad correspondía, hizo alusión por error a un defensor público. Siendo así, considera el delegado fiscal, que la conducta resulta atípica por el factor subjetivo por ausencia de dolo en el obrar, y con fundamento en ello se debe precluir la investigación a favor de la funcionaria indiciada, tal cual igualmente se hizo con la indagación disciplinaria que concluyó con el archivo.  

1.3.- El apoderado de oficio designado, empezó su disertación diciendo que trató de ubicar a su cliente por los medios que tenía a su alcance con miras a que le pudiera brincar información relevante a efectos de cumplir cabalmente con su función, pero no lo logró; empero, al hacer un análisis de la carpeta del caso, concluye que, conforme con el caudal informativo que juiciosamente recaudo la Fiscalía por intermedio del programa metodológico, aquí no existen elementos o datos que permitan asegurar que la servidora judicial denunciada, dada la autonomía que posee en el ejercicio de sus funciones, en verdad haya incurrió en la conducta punible atribuida. Nada indica que el delito de falsedad ideológica al que se refirió el denunciante se configure, o por lo menos no posee pruebas que indiquen algo contrario a lo obtenido por el ente investigador, y por lo mismo está de acuerdo con la preclusión solicitada. 
1.4.- El Procurador Judicial comenzó su intervención asegurando que quizá la causal que aquí procede no es ni siquiera la atipicidad objetiva o subjetiva, sino más bien la “inexistencia del hecho investigado”, como quiera que lo efectuado por la funcionaria no colmaba las exigencias de un comportamiento que pudiera ubicarse en algún tipo penal, es decir, no están dadas las bases para configurar un hecho relevante con algún contenido que pudiera ser socialmente reprochable. Empero, si ello es así, con mayor razón considera que la conducta es atípica como lo pregona el delegado fiscal, y en consecuencia le solicita a la Sala que proceda a la declaratoria de preclusión y al archivo definitivo de esta actuación.
1.5.- Finalmente, el defensor de confianza de la funcionaria indiciada le solicitó al Tribunal acatar la solicitud preclusiva de conformidad con lo argumentado por el delegado fiscal, porque todo esto constituye un lamentable desgaste para la judicatura, ya que el hecho de que su cliente se equivocara al hablar de un “defensor público”, cuando lo que debió decir era “defensor de oficio”, no tiene sentido ni relevancia alguna en términos de infracción a la ley penal.  
2.- Para resolver, se considera

2.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con el fuero especial que establece el numeral segundo del artículo 34 de la Ley 906 de 2004, al tener la funcionaria indiciada la calidad de Juez Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría para el momento de ocurrencia de la conducta a ella atribuida.

2.2.- Problema jurídico planteado
Se contrae básicamente a establecer si tiene fundamento la solicitud de preclusión presentada ante este Tribunal por parte del delegado de la Fiscalía General de la Nación a favor de la funcionaria indiciada Dra. AMHF y por la causal “atipicidad del hecho investigado”.

2.3.- Solución a la controversia

De conformidad con la situación fáctica dada a conocer por el representante del órgano persecutor, la conducta en la que presuntamente incurrió la funcionario judicial es la de “falsedad ideológica en documento público”, tipificada en el artículo 286 C.P., cuyo tenor literal es el siguiente: “El servidor público que en ejercicio de sus funciones, al extender documento público que pueda servir de prueba, consigne una falsedad o calle total o parcialmente la verdad, incurrirá en prisión de sesenta y cuatro (64) a ciento cuarenta y cuatro (144) meses e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de ochenta (80) a ciento ochenta (180) meses”.

La causal que invoca el delegado fiscal para obtener la preclusión de la acción penal a favor de la funcionaria indiciada, es la “atipicidad del hecho investigado”, a la cual se contrae el numeral 4º del artículo 332 de la Ley 906/04. Misma que se hace consistir, básicamente, en que la funcionaria denunciada quizá cometió un error al momento de proferir un fallo de tutela, al referir que el aquí denunciante ALFONSO QUINTANA ESTRADA había estado asistido dentro de una actuación penal por injuria en la que figuraba como víctima, por un abogado de la Defensoría Pública a quien rechazó; empero, si eso sucedió, tal afirmación no puede ser censurada a nivel de un delito, como quiera que en ese desfase no se incurrió con dolo, esto es, nunca existió de parte de la funcionaria judicial el deseo de mentir en el contenido de esta providencia, sino que se trata de una equivocación por demás intrascendente. 

Aunque el delegado del Ministerio Público asegura que aquí no solo se da esa causal de la atipicidad, sino una de mayor envergadura, concretamente la “inexistencia del hecho”, ya que en momento alguno se exteriorizó en el mundo fenomenológico un comportamiento relevante para el derecho penal, esto es, que ni siquiera hubo una equivocación o se faltó a la verdad por parte de la jueza investigada que potencialmente pudiera generar un daño, la Corporación observa que los hechos son un tanto confusos y es preferible atenernos a la causal de atipicidad invocada por el ente persecutor, no solo porque es la autoridad llamada a perfilar el motivo que invoca para la preclusión, sino porque en verdad lo que en últimas se aprecia es que esa afirmación contenida en la providencia realmente no coincide con la realidad existente para aquél momento, razón por la cual el análisis que corresponde efectuar es si esa aseveración infundada constituyó un simple error involuntario que al final ninguna trascendencia tuvo, como aquí se ha afirmado. 
La Sala parte del entendido que un error sí existió y es evidente: LA TITULAR DEL JUZGADO PROMISCUO DEL CIRCUITO CON SEDE EN BELÉN DE UMBRÍA PROFIRIÓ UNA SENTENCIA DE TUTELA EL DÍA 29 DE OCTUBRE DE 2015, Y ALLÍ ASEGURÓ DOS COSAS: (I) QUE LA VÍCTIMA DEL PROCESO ORIGINIARIO -por injuria donde figuraba víctima el aquí denunciante QUINTANA ESTRADA, en donde se había solicitad por la Fiscalía una preclusión- HABÍA ESTADO SIENDO ASISTIDA POR UN ABOGADO DE LA DEFENSORÍA PÚBLICA; Y (II) QUE NO SE ENTENDÍA POR QUÉ EL TOGADO HA SIDO RECHAZADO POR EL SEÑOR QUINTANA. AFIRMACIONES QUE NO DEBIERON HACERSE PORQUE PARA ESE MOMENTO, COMO QUEDÓ DEMOSTRADO, NINGÚN “DEFENSOR PÚBLICO” HABÍA PODIDO SER DESIGNADO A EFECTOS DE REPRESENTAR A LA VÍCTIMA, Y HUBO NECESIDAD DE DISPONER EL APLAZAMIENTO DE LA AUDIENCIA DE PRECLUSIÓN PRECISAMENTE POR ESE MOTIVO, Y PORQUE SI BIEN ES CIERTO EL SEÑOR QUINTANA RECHAZÓ LA DESIGNACIÓN DE UN ABOGADO, COMO IGUALMENTE SE ENCUENTRA ESTABLECIDO, LO FUE DE UN “ABOGADO DE OFICIO” QUE SE LE HABÍA DISPUESTO SEGÚN ÉL A ÚLTIMO MOMENTO SIN ESTAR ENTERADO DE NADA, Y NO DE UNO ADSCRITO A LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO. 
Queda claro por tanto, que el reproche que podría hacérsele a la funcionaria aquí indiciada, se reduce en últimas al hecho de haberse referido a un DEFENSOR PÚBLICO en vez de haber hablado de un DEFENSOR DE OFICIO, porque si hubiese dicho DEFENSOR DE OFICIO, allí no se habría dado mayor problema en cuanto sí era verídico que el señor ALFONSO QUINTANA no quería la designación de un apoderado de esas condiciones que llegara a actuar a último momento y desconocedor de todo lo que estaba pasando. 

Se tiene entonces que error sí hubo, pero en criterio del Tribunal esa equivocación fue abiertamente involuntaria y por demás intrascendente como se pasa a explicar:
Fue involuntaria por varias razones: (i) aquí sí jugó la opción de la designación de un DEFENSOR PÚBLICO, pero ello lo fue con miras a subsanar la dificultad de conseguir uno de oficio ya que no solo era difícil obtenerlo en el municipio de Quinchía donde se llevaba a cabo la actuación, sino que los que se conseguían eran inadmitidos por el quejoso. O sea que la confusión en que se incurrió por parte de la titular del juzgado al momento de resolver la acción constitucional, es apenas entendible y tiene explicación; y (ii) la resolución contenida en ese fallo de tutela en realidad no dependía para nada de si se trataba de un defensor público o de un defensor de oficio, e incluso más, ni siquiera dependía de si la víctima estaba o no debidamente asistida, porque muy a pesar que el demandante en tutela QUINTANA ESTRADA se quejaba injustificadamente, entre otras cosas, de que no se le había dado una efectiva asistencia técnica -misma que en el fondo rechazaba sin razón- dentro del proceso penal que por injuria instauró, lo cierto es que la acción de tutela era abiertamente improcedente, nada más ni nada menos porque la actuación penal aún se encontraba vigente y era dentro de esta donde se debía decantar la protección del derecho cuya quebranto se estaba señalando. En otras palabras, era la titular del juzgado de conocimiento ante quien se adelantaba el trámite de preclusión -Dra. LUZ MARINA CASTAÑO GALLEGO en su condición de Juez Único Promiscuo Municipal de Quinchía-, la autoridad llamada a otorgar las garantías que reclamaba la víctima, y cuyas decisiones podían ser atacadas por vía de los recursos ordinarios, entre ellos la nulidad de lo actuado por indebida defensa en los términos invocados. 
Nótese por tanto que si para el momento en que la jueza aquí indiciada tomó la decisión que se tacha de espuria, aún el trámite penal al cual se contraía la demanda de tutela no había concluido; luego entonces, la aseveración acerca de si estaba o no siendo atendido por un defensor público o por uno de oficio, o si el afectado rechazaba o no ese designación, resultaba intrascendente y constituía un mero obiter dicta y no la ratio decidendi de esa providencia judicial de tutela.
Incluso, ninguna afectación real podía derivarse de dicho equívoco, por varias razones: (i) porque si se mira bien, el señor QUINTANA aseguró en forma increíble, que el perjuicio que se le estaba causando con la no designación de un abogado que lo representara en debida forma, era porque “se estaba tardando mucho la realización de la audiencia de preclusión”, cuando lo que se esperaría justamente es que una tal audiencia de  preclusión no se realizara, ya que era a eso a lo que él justamente se oponía; y (ii) porque no tiene cabida aquí el supuesto perjuicio que le causó al hoy denunciante el que en forma posterior a la citada tutela la titular del despacho de conocimiento le designara como defensor de oficio al profesional ROSEMBERG HIDALGO DÍAZ, persona que al decir de la víctima no atendió en debida forma su caso, dado que, obviamente, la Dra. AMHF no tuvo nada que ver en eso, al tratarse de un hecho surgido en forma posterior. Recuérdese que la sentencia de tutela cuyo contenido se tacha de ideológicamente falso, fue emitida el 29 de octubre de 2015, en tanto la audiencia de preclusión que finalmente se llevó a cabo al parecer en perjuicio de los intereses del afectado, lo fue el 27 de junio de 2016.

Con fundamento en todo lo anterior, se concluye que sí hubo una equivocación de parte de la funcionaria indiciada al hacer un manifestación que no correspondía a la realidad dentro del cuerpo motivo de la sentencia de tutela proferida el 29 de octubre de 2015, pero ese yerro resultaba absolutamente intrascendente en el contexto de la decisión que se adoptó dentro de esa acción constitucional; e incluso, más importante aún, en total consonancia con la solicitud preclusiva que presenta el delegado fiscal por atipicidad subjetiva, dicho error fue INVOLUNTARIO y por supuesto carente de dolo, como quiera que tuvo origen en una comprensible confusión habida consideración a los contratiempos que se presentaron en el transcurso de la actuación penal surtida ante el Juzgado Promiscuo Municipal de Quinchía (Rda.), en donde se prolongó la audiencia de preclusión por la dificultad en poder designar un abogado de oficio o uno designado por la Defensoría Pública que asistiera adecuadamente los intereses procesales del hoy denunciante ALFONSO QUINTANA ESTRADA. Así las cosas, y acorde con lo expuesto en sus intervenciones por el fiscal, el apoderado de víctima, el Procurador Judicial y el señor defensor, la Sala acatará la petición preclusiva en el presente asunto, con el consiguiente archivo definitivo del expediente.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal,

RESUELVE 

PRIMERO: SE DECRETA la PRECLUSIÓN de la acción penal a favor de la Dra. AMHF en su condición de titular del Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría (Rda.) para la época de los hechos presuntamente constitutivos del punible de falsedad ideológica en documento público, por las razones anunciadas en el cuerpo motivo de esta providencia.

SEGUNDO: En firme esta decisión se archivarán las diligencias en forma definitiva.

TERCERO: Contra la presente determinación proceden los recursos ordinarios de ley, cuya interposición y sustentación debe hacerse dentro del trámite de la audiencia.

La decisión queda notificada en estrados.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
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